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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 17 de agosto de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Pettigiani, de Lázzari, Hitters, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 95.572, "Fiat Auto Argentina S.A. contra CITAL S.A. y otros. Incidente de nulidad".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Mar del Plata revocó la sentencia de primera instancia que había determinado el contenido patrimonial del incidente y fijado la base regulatoria de honorarios sobre la que aplicó las leyes 8904 y 10.620, mandando a practicar nueva regulación conforme a las directrices establecidas en el pronunciamiento.


Se interpuso, por la Sindicatura, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I. 1. En el marco del concurso de CITAL S.A. la empresa incidentista planteó la nulidad de los actos procesales realizados en virtud de las facultades que se desprendían del poder judicial que la concursada le otorgó a su abogado Víctor Brond para que la representara en el incidente "Fiat Auto Argentina S.A. c/ CITAL S.A. s/ Incidente de restitución de bienes", como también la redargución de falsedad de dicho instrumento (fs. 2/5). En primera instancia se desestimó la pretensión que luego fue confirmada por la Cámara, donde quedaron establecidas las costas a cargo de la incidentista (fs. 89/100 y 141/149).


La Sindicatura, los abogados de la concursada y de la incidentista solicitaron regulación de honorarios la que fue practicada en primera instancia, determinándose previamente la base regulatoria en la suma que se había fijado en el incidente de restitución de bienes (fs. 198/201). Este pronunciamiento fue apelado únicamente por el abogado de la incidentista, por sí y por su mandante (fs. 204 y 206/210).


2. La Cámara revocó la sentencia de primera instancia, mandando a efectuar una nueva regulación en base a las directivas por ella establecidas.


Basó su decisión en que el art. 287 de la ley 24.522 era una excepción al art. 271 de la regulación concursal y que pacífica doctrina y jurisprudencia sostenían que en cuestiones arancelarias debía aplicarse en primer lugar lo expresamente previsto en la ley concursal, en segundo término la aplicación analógica de las disposiciones concursales para casos similares y en tercer lugar la supletoriedad de las normas locales (fs. 244/245).


A partir de allí encontró que en la ley concursal no se daba respuesta a la regulación de honorarios para el incidente en cuestión siendo de aplicación el reenvío que el art. 287 mencionado hacía a las normas locales (fs. 245).


Además determinó como incorrecta la formación de incidente por separado cuando la cuestión era una incidencia procesal (fs. 245 y vta.).


Sentado la anterior desestimó la aplicación del art. 47 de la ley 8904 al entender que el incidente de nulidad y redargución de falsedad planteado no tenían contenido económico, criticando la decisión de su trámite dentro del incidente de restitución de bienes y al tomar como base arancelaria la de este último, dando lugar a una posible vulneración de derechos de raigambre constitucional, pues la presentación de la incidentista nunca tuvo por objetivo inmediato la satisfacción de un interés económico, por lo que la cuestión debía resolverse por el art. 16 de la ley 8904, haciendo valer las directrices del art. 271, segundo párrafo de la ley 24.522 (fs. 246 y vta.).


Sin embargo estableció, a partir de doctrina de autor, que no correspondía regular honorarios a la Sindicatura en base a la ley 8904, debiéndose aplicarse las pautas del art. 271 de la ley 24.522 y tener en cuenta las actuaciones útiles desarrolladas en el proceso las que encontró cumplidas en cinco presentaciones de la Sindicatura (fs. 247 vta./248).


También dispuso que los honorarios del letrado patrocinante de la Sindicatura debían estar pura y exclusivamente a cargo de ella, según la interpretación que la misma Cámara había hecho en otra causa sobre el art. 257 de la ley 24.522 (fs. 248/249).


II. Se agravia la Sindicatura denunciando absurdo; violación de cosa juzgada y de la doctrina legal; de los arts. 16 y 17 de la Constitución nacional. Plantea el caso federal.


Desarrolla su impugnación de la siguiente manera:


a) la nulidad del poder general para juicios y su redargución de falsedad fue planteada dentro del incidente de restitución de bienes que tiene contenido patrimonial pues en él se fijó base regulatoria en la suma de $ 3.989.242,04 (fs. 260 y vta.);


b) sostiene que afecta el derecho de igualdad, consagrado en el art. 16 de la Constitución nacional, la no aplicación de la ley 8904 a los honorarios de la Sindicatura; cita jurisprudencia (fs. 261 y vta.);


c) considera absurdo que la Cámara haya desvirtuado la importancia de las presentaciones de la Sindicatura por su número y determinado que había sido incoherente la retribución realizada en primera instancia (fs. 261 vta.);


d) ha quedado firme la imposición de las costas del incidente a la incidentista vencida por lo que son a su cargo los honorarios del letrado patrocinante de la Sindicatura; se ha violado la cosa juzgada y alterado un derecho patrimonial reconocido anteriormente y protegido por el art. 17 de la Constitución nacional; se ha violado la doctrina de la causa Ac. 36.537 (sent. del 14-X-1986); cita jurisprudencia y doctrina de autores en apoyo de su postura (fs. 262 y vta.).


III. El recurso no ha de prosperar.


Los agravios de la Sindicatura giran en torno a tres cuestiones: a) al contenido patrimonial del incidente; b) a la aplicación de la ley 8904 para regular los honorarios de los funcionarios concursales; c) a que la Sindicatura cargue con los honorarios de su letrado patrocinante.


a. Para resolver la cuestión planteada corresponde en primer término dilucidar si el incidente tiene contenido patrimonial o no como sostiene el recurrente.


La acción de Fiat Auto Argentina que nos ocupa se dirigió a obtener la nulidad de actos procesales dictados en el expediente "Fiat Auto Argentina S.A. s/ Incidente de restitución de bienes", planteado en autos "Cital S.A. s/ Concurso", en razón de las actuaciones producidas en el expediente por el abogado Víctor Brond, en nombre de la concursada, en virtud del poder general para juicios sobre el que basó su legitimación para actuar; también la incidentista peticionó la redargución de falsedad del instrumento contra la Escribana otorgante.


La Cámara concluyó que "De lo hasta aquí actuado surge claramente, pues que la pretensión deducida a fs. 2/5 nunca tuvo por objetivo inmediato la satisfacción de un interés económico, por lo que mal puede agregarse dicho mote a esta altura del proceso so pena de violentar la seguridad jurídica a través del desconocimiento de la realidad de los actos jurídicos aquí desplegados" (v. fs. 246 in fine/247).


No surge que la impugnación de la Sindicatura haya demostrado el vicio del absurdo que denuncia, pues sólo presenta su disconformidad con el fallo que le es adverso.


Se desprende de sus argumentos que sólo confronta la decisión de la Cámara sosteniendo el contenido patrimonial del incidente en el hecho de haber sido planteado dentro del de restitución de bienes, desentendiéndose del fundamento principal que dio aquélla -objetivo inmediato-, lo que torna insuficiente el embate.


En este sentido esta Corte ha dicho que resulta insuficiente el recurso de inaplicabilidad de ley que no se hace cargo o se desentiende de las razones que fundó el fallo, pues, de esta manera, se omite refutar de modo frontal, concreta y eficaz las conclusiones básicas o el fundamento esencial que da base al pronunciamiento (C. 105.018, sent. del 16-XII-2009; C. 102.560, sent. del 2-VII-2010).


b. En cuanto al agravio que sustenta la recurrente por la no aplicación de la ley 8.904 para la regulación de honorarios por la labor desarrollada por la Sindicatura, tampoco su impugnación logra demostrar el error en la decisión de la Cámara.


Plantea su agravio sin rebatir adecuadamente el fundamento de la Cámara y sin desarrollar argumentos en torno a por qué es de aplicación la ley de abogados a los funcionarios del concurso, pues esgrimiendo el derecho de igualdad ante la ley no se abastece el requisito que impone el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, lo que pone de relieve una vez más la insuficiencia de su embate (conf. doct. cit.).


c. No acierta con su embate la recurrente en demostrar el yerro en el pronunciamiento de la Cámara en que la Sindicatura debe hacerse cargo de los honorarios de su letrado patrocinante, pues la situación planteada no permite apartarse de la aplicación del art. 257 de la ley 24.522 que fue el fundamento de la decisión de la alzada (doct. art. 279, C.P.C.C.).


Nada más que su queja ha planteado la recurrente frente a la decisión de la alzada, sin demostrar que la cuestión sea subsumida por otra norma concursal de excepción al principio general contenido en el artículo de marras y puedan ser considerados gastos del concurso (arts. 240 y 258 in fine, ley 24.522), lo que eximiría a la Sindicatura de su obligación de pago.


Además el planteo de nulidad de Fiat Auto Argentina S.A. se dirigió contra la personería del representante del concursado en el incidente de restitución de bienes y no contra el concurso, lo que da sustento a que los honorarios de su letrado patrocinante sean a cargo de la Sindicatura, por aplicación del principio general.


Tampoco se encuentra violada la doctrina legal que señala, pues las circunstancias fácticas de la causa C. 36.537 (sent. del 14-X-1986) difieren sustancialmente de la cuestión aquí planteada, al tratarse allí de un incidente de verificación tardía y estar cuestionada la regulación de honorarios del síndico y no la de su letrado patrocinante.


Al respecto tiene dicho esta Corte que es ineficaz la mención de doctrina legal si en los precedentes invocados mediaron presupuestos de hecho y de derecho diferentes a los propios del caso de juzgamiento (C. 104.156, sent. del 10-II-2010).


Denunció, además, la recurrente la violación de la cosa juzgada sosteniendo que en la sentencia que había desestimado este incidente se habían impuesto las costas a la incidentista vencida.


Sin embargo, la recurrente no ha tenido en cuenta la especialidad que la ley concursal tiene respecto de los honorarios del letrado patrocinante de la Sindicatura que se pone de manifiesto en su art. 257, sin que en el caso se encuentre configurada excepción alguna que permita apartarse de la regla que esa norma impone (art. 279, C.P.C.C.).


No se encuentra que con su cumplimiento se viole la cosa juzgada, pues la disposición que impuso las costas, en virtud del art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial, no se aplica, en este caso, respecto de la asistencia letrada del funcionario concursal porque la cuestión tiene tratamiento especial en la ley 24.522, a través de la disposición establecida en su art. 257; tampoco hubo sobre esta norma planteo de inconstitucionalidad, siendo, entonces de aplicación obligatoria.


En definitiva, la discrepancia de criterio no resulta idónea para demostrar de qué forma se habrían producido las infracciones legales y el absurdo que alega la recurrente (conf. doct. C. 105.018, sent. del 16-XII-2009), lo que implica el rechazo del recurso.


IV. Por ello, no habiendo cumplido con la carga que impone el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, doy mi voto por la negativa.


Costas a la recurrente vencida (art. 68, C.P.C.C.).


Los señores jueces doctores de Lázzari, Hitters y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto; con costas a la recurrente vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
HECTOR NEGRI


JUAN CARLOS HITTERS



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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